Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 10 minutos.) 


-Tenemos mucho gusto en recibir a los señores Jueces Letrados de Adolescentes doctora 
Aída Vera Barreto, de 2* Turno, y doctor Gerardo Peduzzi, de 4* Turno, a quienes agradecemos mucho 
su presencia. 


Esta Comisión Especial de la Asamblea General se ocupa de los asuntos de seguridad, pero 
específicamente tiene por objeto estudiar eventuales recomendaciones legislativas sobre el tema de 
los menores de edad en conflicto con la ley. En estos días la Comisión ha estado recorriendo el circuito 
de todos los operadores vinculados con la situación que es objeto de nuestro trabajo; en el caso del 
Poder Judicial, ya hemos contado con la presencia de miembros de la Suprema Corte de Justicia, 
Defensores de Oficio y Fiscales del Ministerio Público. De manera que nos parecía oportuno culminar 
esta ronda con los Jueces que tienen a su cargo la Justicia de Adolescentes. 


La mecánica de trabajo de la Comisión es escuchar una exposición de quienes nos visitan, 
para luego pasar a una ronda de preguntas o de apreciaciones sobre lo que se diga. En este sentido, 
para orientar la exposición de nuestros invitados quiero informarles que la Comisión llegó a la 
conclusión, por consenso, de que es necesaria la aprobación de una nueva ley de responsabilidad 
penal adolescente. Entonces, nos parece importante que, sobre la base de la práctica de cada uno de 
los operadores, desde su perspectiva, su experiencia y su expertise en esta cuestión, nos indiquen 
cuáles son los aspectos o las cuestiones que deberían formar parte de los contenidos de esa ley. 


SEÑORA VERA BARRETO.- Agradecemos la invitación de la Comisión. 


En mi caso, ejerzo el cargo desde hace menos de dos años, es decir, soy relativamente nueva 
en materia de menores, pero aun así puedo dar cuenta de algunas prácticas corrientes que nos crean 
algunas dificultades diariamente. Como ya leí todo lo que dijeron los Fiscales y los Defensores en su 
comparecencia, me gustaría ir al grano porque es lo que interesa a los señores Legisladores y a 
nosotros. 


El primer punto al que quiero hacer referencia es el relativo a las tentativas de hurto, cuya 
sanción hoy está excluida del Código de la Niñez y la Adolescencia. Todos sabemos que, en general, la 
aprehensión del menor y de los objetos robados se produce en los casos de tentativa; cuando el hurto 
está consumado, es más difícil la captura. Actualmente, los casos en que se produce la detención en el 
lugar mismo en que están ocurriendo los hechos, quedan excluidos de la materia de menores. Esa es 
una consideración importante, porque incluso me han preguntado por qué no se sancionó a 
determinado menor, y entonces es necesario explicar que la tentativa de hurto está excluida. Pienso 
que esa es una primera falencia o discrepancia que tengo con el Legislador, por cuanto no la incluyó. 


Por otra parte, en cuanto al tan conocido plazo de sesenta días para el dictado de la 
sentencia, debo decir que nos ocasiona múltiples dificultades. Hay casos en que sí es posible hacerlo 
porque el menor confiesa, se lo captura en el momento del hecho o se logran pruebas que descartan la 
negativa del menor. Sin embargo, en muchas ocasiones el menor niega y se crean dificultades para 
presentar otras pruebas o citar a otros testigos con el fin de esclarecer el tema. Incluso, en delitos 
como el homicidio, que es complicado -lamentablemente, hemos tenido uno por turno en estos últimos 
tiempos- si se solicita la prueba del arma a la Policía Técnica o a alguna otra dependencia, se demora 
el trámite, por lo que se nos hace muy difícil dictar la sentencia en sesenta días. En mi caso particular, 
pienso que eso ocurre en ese tipo de delitos y no en otros, como por ejemplo el hurto, por lo que 
aumentar el plazo a noventa o a ciento veinte días -hay opiniones dispares al respecto- sería una 
solución solo en esos casos y no en otros. En el hurto o en delitos menores se puede dictar sentencia 
en sesenta días, pero tenemos problemas en los delitos que nos importan más y en los que trabajamos 


más a fondo investigando las causas y pidiendo pericias al ITF para conocer las dificultades que pueda 
tener el menor. Es más, he dictado sentencias en forma urgida en el día sesenta. 


Otro aspecto que me parece muy importante es el que tiene que ver con los antecedentes o 
las causas anteriores de los menores. Actualmente, no tenemos, como en el área penal, un registro de 
adolescentes que arroje todos sus ilícitos. En realidad, lo que hacemos es pedir a los funcionarios que 
revisen los otros índices para disponer de información, pero muchas veces no es la correcta porque no 
se busca bien o no se encuentran datos. Hay muchas circunstancias que pueden llevar a que se 
termine procesando al menor como si no contara con antecedentes o tuviera uno archivado, cuando en 
realidad no es así. Además, cuando interviene el Juzgado de la Costa o se trata, por ejemplo, de un 
menor que viene de Tacuarembó o de Paysandú, puede suceder que el menor diga que no tiene 
antecedentes, cuando en realidad no es verdad. En el momento en que definimos dentro de las 48 
horas, no tenemos la información; nos ha sucedido que entregamos el menor a los padres o a alguien 
responsable y resulta que después nos enteramos de que registra un homicidio o algo así como 
antecedente. Actualmente solucionamos telefónicamente estas situaciones; por ejemplo, llamamos a 
Paysandú y, en general, en el Juzgado están los antecedentes. Sin embargo, si esto ocurre un fin de 
semana, no tenemos la posibilidad de llamar por teléfono y se ocasionan dificultades con los 
antecedentes o las causas anteriores que tenga un menor. 


A mi entender, estos tres aspectos que acabo de mencionar son los más importantes y 
entiendo que habría que reformarlos. No sé si se planifica reformar todo el Código o una parte, pero 
reitero: estos tres aspectos son los que a diario nos causan más problemas en el Juzgado, aunque 
también es cierto que hay otros que luego de que intervenga mi compañero podría comentar. 


SEÑOR PEDUZZI.- Antes que nada quisiera trasmitir las excusas del doctor Morales, que desde las 
nueve de la mañana está trabajando y, por esa razón, no pudo venir. 


En el Código de la Niñez y la Adolescencia se establece que los niños tienen derechos, y lo 
que yo digo es que, como personas, los tienen; lo que ocurre es que en muchos casos, por lo menos 
en materia de familia, que era en la que actuaba, no se consideraban la presencia, la manifestación, ni 
los dichos del niño. Sin embargo, esto esta relacionado con el proceso penal, que cuenta con 
audiencias que le dan rapidez y ética al proceso. Hay cosas que se dicen por escrito, pero no 
directamente; entonces, uno no puede percibir cómo es la persona. Evidentemente se han querido 
establecer los principios y las normas de legislación avanzada, y eso es lo que está en funcionamiento. 


Ahora bien, como decía la doctora Vera Barreto, en un tema de fondo como la tentativa, me 
rechina -antes era Juez Penal- no poder actuar, y nos vemos ante una frustración. En el caso de 
tentativa, se devuelven los objetos a la persona a la que le entraron a la casa, porque puede suceder 
que agarren a los ladrones justo cuando estaban saliendo. Pienso que ese tema se podría solucionar a 
través de los mismos principios establecidos en el Código, penalizando la tentativa, pero haciendo que 
el Juez y el Fiscal apliquen los principios de oportunidad o nimiedad. Por ejemplo, en las sustracciones 
que se hacen en supermercados, donde puede ser que se hayan sustraído dos o tres desodorantes, 
por lo general dispongo la entrega al responsable. En esos casos uno puede darse cuenta de que se 
trata de nimiedades y, entonces, resolver la situación directamente. Creo que no se incurriría en ningún 
exceso si el profesional, que a diario se encuentra con estas situaciones, aplica su buen criterio. 


Con respecto al proceso, que es lo que nos toca directamente, la ley establece un plazo de 
60 días, pero en realidad es de 30, porque cuando al adolescente se le dispone la cautela de privación 
de libertad, se tiene que fijar la audiencia final en un plazo de 30 días. Eso es prácticamente imposible 
de cumplir por el régimen de turnos que tenemos. Estamos de turno cada cuatro semanas, es decir, 
una vez por mes; por ejemplo, a mí siempre me toca Navidad y, al doctor Morales, Fin de Año. 
Entonces, las audiencias de finales no las puedo fijar porque cuando estoy de turno debo atender una 
cantidad de llamadas telefónicas diarias, dirigir el proceso en audiencia, estar en el Juzgado tomando 
resoluciones y viendo a quién le voy a tomar declaraciones, etcétera, etcétera. Como decía, 
normalmente no puedo fijar audiencias en el turno. 


Por lo tanto, si tomamos en cuenta el plazo de prueba que establece la ley, que es de veinte 
días continuos, y le sumamos los seis días que tiene el Fiscal para acusar y los seis con que cuenta el 


abogado para contestar el traslado, tenemos más de treinta días. O sea que, repito, de acuerdo a esas 
normas, tendría veinte días para realizar la audiencia de prueba. Debo agregar que cuando realizo el 
proceso, además cuido el expediente y advierto al personal de mi oficina que determinada semana 
estaré de turno, fuera del tema, que tendré una audiencia y, por lo tanto, les pido que estén atentos a la 
llegada de la acusación del Fiscal y el traslado. En concreto, estaría de acuerdo en que el tema se 
puede solucionar estableciendo un plazo de 90 días. 


Quisiera agregar que hay otro problema, que intenté solucionar desde el punto de vista 
práctico. El día 25 de diciembre estaba de turno e hice un procesamiento; ningún Juzgado ni Juez de 
nuestro país dictan una sentencia en enero. Eso jamás sucede. De todos modos, el mismo proceso lo 
exige porque se debe actuar personalmente, ya que es un proceso en audiencia, es decir que si yo lo 
procesé, tengo que decidir. Por tanto, como está en discusión si los treinta días cuentan o no para los 
sesenta, concedí habilitación dentro de la última feria mayor para dictar las sentencias, y dicté nueve. 
Me parece que si se establece un plazo de 90 días, nadie va a fijar una sentencia el último día -en lo 
personal, la seguiré dictando como hasta ahora, en cuarenta días- y ello nos permitiría, en los casos 
complicados, como decía la doctora, poder actuar con el tiempo necesario para tener los informes, 
etcétera. Esto es lo que se plantea en relación al proceso en sí mismo. 


En general, creo que existe un promedio de quince procesamientos por turno, es decir, dos 
procesamientos por día, con la característica de que muchos de ellos son delitos patrimoniales. Se 
trata de procesos muy sencillos, donde los menores confiesan mucho más que los mayores. Además, 
se da otra característica, que es la pluriparticipación, que implica que haya uno o dos mayores. 


Ahora bien, con los menores se nos presenta un gran problema. Puede darse hoy el caso de 
una sentencia para cuatro menores y que a la audiencia no venga uno de ellos, que otro se haya 
fugado y no me haya enterado porque no me llegó la comunicación a tiempo, lo que determina que a 
veces debamos hacer sentencias en partes. Entonces, al que vino lo notificamos, y al que no, se le 
suspende el proceso. Esto significa que a la persona que faltó le debo hacer otro proceso y otra 
sentencia más adelante. 


En definitiva, quería referirme simplemente a esos temas, a la tentativa y al hecho de que el 
plazo no nos da. Incluso quería aclarar el tema de la caducidad: de cualquier manera, si tuviera una 
caducidad de noventa días, no tendría ningún problema, porque sé que de alguna manera voy a poder 
dictar la sentencia; mientras tanto lo seguiré haciendo como hasta ahora, es decir, fijando los cuarenta 
días. A los treinta días no puedo porque tengo turno y, por ello, lo he fijado para después. ¿Por qué? 
Porque tengo que combinar muchas audiencias de lo que se denomina “incidente de cese” o 
“reducción”; esto es, cuando el chico ha evolucionado y está en condiciones de reinsertarse en la 
sociedad. En ese caso hacemos una audiencia con la presencia del técnico del INAU, las partes, el 
Defensor, el Fiscal y el joven, a quien se lo interroga directamente. Allí se resuelve un cese anticipado, 
cuando le faltan poquitos días, o una libertad asistida, que estará bajo control de organismos del INAU 
a los efectos de ver su evolución. 


Muchas gracias. Esto es, en principio, cuanto tenía para decir. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero agradecer la presencia de la doctora Vera Barreto y del doctor Peduzzi, 
quienes han sido convocados a este ámbito para dar su visión sobre el tema que tenemos a 
consideración. 


Realizaré una precisión y luego formularé una pregunta. 


Con relación a los niños y adolescentes, creo que la información debería estar disponible, 
porque en lo que atañe al proceso penal juvenil -por llamarlo así- el numeral 2) del artículo 220 del 
Código de la Niñez y de la Adolescencia expresa: “2) La Suprema Corte de Justicia, a través de sus 
órganos competentes, desarrollará un sistema de información sobre niños y adolescentes atendido 
tanto por la judicatura de adolescentes como de familia”. El Código no habla de “antecedentes”, sino de 
“información”, y si bien no hago cuestión por un término u otro, creo que frente al caso de un chico de 
14 años que tiene un antecedente y reincide a la edad de 16, debería ser el Juez competente el que 


decidiera, no solo a los efectos de la imposición que vaya a aplicar, sino del tratamiento mismo de la 
situación. Nuestros invitados saben mucho mejor que quien habla que una cosa es el primario absoluto 
y otra muy distinta quien no lo es. 


Me parece que este tema, analizado desde el punto de vista de lo que establece el Código 
de la Niñez y de la Adolescencia, debería estar resuelto, porque es un problema de la Suprema Corte 
de Justicia y no del Poder Legislativo. Y si bien desde aquí se podría hacer algo al respecto, en lo 
personal no me parece lo más correcto. 


A continuación, voy a referirme al plazo para el dictado de las sentencias. Sobre este punto 
quiero ser sincero y decir que nunca fui Juez ni Fiscal, sino Abogado y, como tal, tiendo a mirar las 
cosas desde una óptica en particular. En general considero que cuando se piden plazos, es porque se 
van a utilizar: mientras los Abogados los solicitan para apelar, los Jueces lo hacen para dictar 
sentencia. 


Más allá de que los Abogados particulares -voy a hablar en general, más allá de que pueda 
haber alguna excepción- no atienden casos relativos a los derechos de menores en conflicto con la ley 
porque, lamentablemente, ello es materia de los Defensores de Oficio, me parece que en el 90% de las 
sentencias que se dictan el plazo sobra. Es más, como bien dijo el doctor Peduzzi, el adolescente 
tiende a confesar mucho más que el adulto y la situación se desencadena más rápidamente. Por lo 
general, ocurre que entre jóvenes y adultos las cosas tienden a ser más claras porque están los 
testigos, lo que fue robado, etcétera. 


Por lo expuesto, quiero saber si ustedes piensan que el tema del plazo los afecta 
absolutamente para todos los casos, o para algunos en particular. Formulo esta pregunta porque quizá 
podría establecerse por ley un mecanismo que permita diferenciar una situación de otra. 


SEÑOR MOREIRA.- Agradeciendo desde ya la presencia de los Magistrados especializados en 
materia de adolescentes, quiero decirles que aprovecharemos su experiencia, tal como lo hicimos en la 
sesión anterior en oportunidad de recibir al señor Ministro de la Suprema Corte de Justicia, a los 
señores Fiscales y a los Defensores de Oficio, que realizaron una exposición muy ilustrativa. 


Más allá de las diferentes miradas que hay sobre el tema, hemos advertido que existen 
diferencias en cuanto a cifras y a apreciaciones en lo que refiere a la actuación de los Defensores de 
Oficio, que son los que defienden a los menores infractores y que, en el 90% de los casos, se trata de 
menores de muy bajos recursos que no pueden acudir a Abogados contratados. Uno de los elementos 
aquí señalados por parte del representante de UNICEF fue, precisamente, que en una inmensa 
cantidad de internaciones provisorias como medida cautelar -sobre todo cuando después mediaba 
acusación fiscal- había allanamiento respecto de los términos de la acusación por parte de los 
Defensores, que no se controvierten normalmente cuando se acusa y, por ejemplo, se pide por 
sentencia una pena privativa de libertad. 


He leído una publicación de UNICEF sobre justicia penal juvenil, donde he podido apreciar 
acusaciones muy severas, incluso, sobre la actuación de la Justicia. Conc retamente, se cuestiona la 
forma como se sustancia la audiencia preliminar. En función de esto, me gustaría conocer la visión que 
tienen nuestros visitantes, ya que están al frente de los Juzgados y se encuentran habitualmente con 
esta realidad todos los días, y no debe ser nada fácil. En dicha publicación se expresa que 
normalmente en la audiencia preliminar los Jueces no escuchan al adolescente, incumpliendo con el 
artículo del Código que obliga a que el menor infractor esté presente y pueda formular sus descargos; 
lo mismo sucede con el Juez, el Defensor y el Fiscal, cuya presencia es absolutamente obligatoria. 
Reitero que me gustaría escuchar la opinión que les merece este tema, porque en esta publicación se 
señala que al menor se lo escucha recién al final de la audiencia y que su opinión no tiene peso. Por 
esta razón me gustaría saber cómo se da esto en los hechos. 


Asimismo, también se señaló que hay un verdadero abuso de la privación de libertad como 
medida cautelar y, como consecuencia de ello, en ese caso se reduce de sesenta a treinta días el 
plazo para dictar sentencia. En más del 90% de los casos -por lo menos en lo que hace a los delitos 


de rapiña- se utiliza este instrumento y casi siempre que, en materia de rapiña, recae sentencia de 
condena con privación de libertad, también se dicta una medida cautelar de internación preventiva. A 
este respecto, el representante de UNICEF señaló que habría un exceso de internaciones provisorias, 
porque en materia de menores hay que ser minimalista y la privación de libertad es la última ratio, tanto 
por sentencia condenatoria como por medida cautelar de internación provisoria. Insisto en que me 
gustaría conocer la visión que tienen nuestros visitantes al respecto, porque ya conocemos la otra 
versión. 


Otro tema que quisiera abordar es el de las fugas, es decir, cuál es su experiencia diaria en 
los turnos. Al respecto, el doctor Sayagués señaló que estos jóvenes, cuando tienen internación 
provisoria o medidas privativas de libertad, ingresan al Hogar Puertas, que es el lugar de admisión, 
cerrado; después los derivan a lugares abiertos, y al otro día se están yendo. Por esta razón, me 
gustaría saber cuál es la experiencia diaria que se tiene en los Juzgados si ven al mismo joven 
cometiendo cinco o diez delitos, con cinco o seis procesos que se van generando como consecuencia 
de las fugas. 


Otro tema muy controvertido -sobre todo por el caso de “El Pelón”- que quisiera que se 
abordara, es el de los informes del INAU. Quisiera saber si a juicio de nuestros visitantes el informe 
psicosocial del INAU es preceptivo. Digo esto porque en este mismo ámbito los Fiscales señalaron 
que es preceptivo, pero que si no está el informe del INAU igual acusan. Reitero que nos gustaría 
conocer vuestra opinión y cuál es la práctica diaria en los Juzgados; asimismo, en términos generales, 
cuál es la duración de la privación de libertad y si después la sustituyen o la hacen cesar. En síntesis, 
quisiera conocer la práctica habitual en los Juzgados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, quisiera agregar tres breves preguntas. En primer lugar, me 
gustaría saber si en la práctica, cuando no llegan los informes, hay una discusión sobre si son 
preceptivos o no. Digo esto porque recibimos a la Suprema Corte de Justicia y al Ministro del Tribunal 
de Apelaciones de Familia y señalaron que no es preceptivo, mientras que el actual Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia dijo que era preceptivo. También se ha dicho que los Jueces, a pesar de 
que no están los informes, dictan sentencia. 


La doctora recién señalaba que los delitos más complicados para dictar sentencia en tiempo 
y forma son los de homicidio, y cuando recibimos a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia en 
esta Comisión, su Presidente, el doctor Leslie Van Rompaey, informó que el promedio en que los 
Jueces dictan sentencia en esos casos es de 1,7 meses. Este es un dato estadístico del propio Poder 
Judicial. Queremos saber si es así, porque parece que en la práctica los números contradicen lo que se 
planteaba en esa oportunidad. 


Respecto al tema de los plazos, ustedes han hecho referencia a las complicaciones que 
tienen para dictar sentencia. En ese sentido quisiera saber si se trata de un problema de gestión del 
Poder Judicial que conspira contra una eficaz y eficiente administración de Justicia por parte de los 
Jueces. Lo que quiero saber es si existen problemas en el funcionamiento cotidiano, que no solo 
afectan lo relativo a las sentencias sino también a otros aspectos del trabajo que los Jueces realizan - 
más allá de si deciden o no- es decir, la forma en que se gestionan las cosas. 


No recuerdo si fue uno de los Fiscales o de los Abogados Defensores que en la reunión 
pasada planteó que los Jueces son de alguna manera los que deben interpretar qué tipo de sanción 
corresponde en cada caso. Y lo hacen basados en su práctica, en los conocimientos que poseen y en 
lo que les indica la experiencia, pero no hay una norma que diga que para tal delito se aplica tal pena, 
ni se ha establecido un mínimo de años, sino que hay un amplio campo para que los Jueces puedan 
dictar sentencia, con privación de libertad o no, determinar durante cuánto tiempo, etcétera. Los 
Fiscales o los Abogados Defensores han informado que esa es la realidad, pero quisiera saber qué 
opinan ustedes en cuanto a que una ley de responsabilidad penal o de responsabilidad adolescente - 
que es lo que estamos tratando de elaborar- pudiera establecer que, en caso de que haya privación de 
libertad, la pena mínima para tal delito -el máximo ya está establecido en cinco años- fuera de equis 
tiempo y si para cada delito tendría que haber una sentencia determinada, de modo que el Juez pueda 
hacer una aplicación más automática y no dejar librada esa definición estrictamente a su criterio 
profesional. 


(Ingresa a Sala la doctora María Larrosa.) 
-Es con mucho gusto que recibimos a la doctora Larrosa. 
SEÑORA LARROSA.- Pido excusas por haber llegado tarde. 


SEÑORA VERA BARRETO.- Voy a tratar de contestar por lo menos algunas preguntas y las restantes 
seguramente serán respondidas por el doctor Peduzzi. 


En cuanto al dictado de la sentencia, el Código no establece plazos mínimos, pero sí un 
máximo de cinco años. Es decir que cualquiera sea la figura a estudio del Juez, tendrá un máximo de 
cinco años pero no un mínimo. Pienso que este tema también podría incluirse en las modificaciones 
que se introduzcan al Código, estableciendo un mínimo para partir de una base única. Actualmente, la 
sentencia puede ir desde cero, es decir, de la no aplicación, hasta los cinco años; cuando se dicta 
sentencia, los Jueces somos libres de hacerlo en el mínimo o en el máximo. Por ejemplo, en mi caso, 
discrepo con una Fiscal que siempre pide penas que me parecen muy bajas, y si bien no lo comparto, 
no puedo superar lo que pide -porque lo que los Fiscales piden es el máximo- pero sí fijar una sanción 
menor. Es decir que si el Fiscal me pide que por una rapiña dicte un mes de sanción, tengo que hacerlo 
aunque no esté de acuerdo, porque me rijo por lo que está establecido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además, lo establece el Código en forma expresa. 


SEÑORA VERA BARRETO.- Lo cierto es que no tenemos un mínimo de pena. Es por tanto una 
situación a considerar dado que nos ocasiona algunos problemas cuando los Fiscales se apartan 
demasiado en lo que solicitan. Pero, en general, nos arreglamos porque piden de acuerdo a la 
situación. 


¿Cuánto se demora en dictar la sentencia? Normalmente, para dictar sentencia, yo fijo las 
audiencias en 40 o 45 días; no me sobra el tiempo pero, en general, me alcanzan 45 o 50 días para los 
delitos de hurto o menores. El problema es que si la persona involucrada está internada, a veces no 
llega a tiempo el informe de las autoridades del INAU donde se explican, justamente, los motivos de la 
internación. Incluso, muchas veces llegan después de que la sentencia ha sido dictada. En lo personal, 
aun sin informe dicto sentencia y nunca me ha pasado que algún abogado haya solicitado la nulidad o 
presentado recurso porque haya actuado sin los informes del INAU. Insisto, 40 o 50 días es más o 
menos el plazo en que se dicta una sentencia. 


Lo de las fugas es todo un tema; en el Poder Judicial se producen muchísimas. Nosotros 
disponemos la internación y el INAU decide a qué hogar es enviado el menor de acuerdo a las 
condiciones en que se encuentra el establecimiento. En algunos hogares las fugas se dan en forma 
reiterada y puede suceder que dentro de los cincuenta días de plazo se produzcan tres o cuatro fugas, 
o que cuando tengamos que dictar la sentencia, el sujeto esté fugado y el expediente no tenga la 
acusación fiscal, la contestación, ni nada por el estilo. Esto es el abecé de todos los días. Hemos 
hablado al respecto con el doctor Salsamendi, Presidente del INAU, quien nos ha planteado que va a 
organizar un régimen de internación diferente, pero esto depende del INAU y no de nosotros. 


En cuanto a que no llegan los informes de los distintos asesores del INAU, sucede que en los 
homicidios -que es lo que más nos preocupa- nosotros los solicitamos -sé que ellos ponen una 
atención especial- pero a veces llegan un día o dos antes del dictado de sentencia. En otros casos, 
como hurto, etcétera, en más de una oportunidad llegan fuera del plazo de los sesenta días. Como 
dije, yo igual dicto sentencia porque pienso que eso no es obligatorio, pero hay colegas que no opinan 
de la misma manera, por lo que quedan sentencias sin dictar hasta que llega el informe. 


En lo que tiene que ver con el abuso de la privación de libertad que planteaba el señor 
Senador, no me doy mucho cuenta en qué casos se puede dar porque tenemos que dictar sentencia 
dentro de los 60 días. Si el menor se fuga, se suspende ese plazo y se suma cuando lo reintegran; 
pero el abuso de privación de libertad, en general, y en mi Juzgado, le diría que no se da. El Defensor 
solicita que se dicte sentencia, luego pide la audiencia para que el menor se pueda ir; en la mayoría de 


los casos, si tiene padres o quienes se hagan cargo de él, solicita que pueda irse. Eso no sucede en 
todos los casos; algunos se quedan hasta el final, dado que no hay quienes se hagan cargo de ellos. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero aclarar que no se trata de una apreciación personal, sino de expresiones 
de un representante de UNICEF que figuran en este informe, en el que se habla de un exceso de 
medida cautelar privativa de libertad, sobre todo en los delitos de rapiña, y que ello va junto con una 
sentencia condenatoria con medida de privación de libertad. Asimismo, los porcentajes más altos los 
situaba en los delitos de rapiña. Sobre estos temas quisiera conocer la opinión de la doctora Vera 
Barreto, no sin antes reiterar que no es mi opinión, sino la de un representante de UNICEF. 


SEÑORA VERA BARRETO.- En los Juzgados de Adolescentes de Montevideo se computan los 
sesenta días; de lo contrario, se les otorga la libertad cuando este plazo se cumple. Estos sesenta días 
pueden constituir un único plazo o la suma de varios plazos, en caso de que el adolescente se fugue y 
vuelva a ingresar reiteradas veces. Puede haber casos en los que se dicte sentencia fuera de ese 
plazo, pero es algo excepcional, no es lo corriente. 


SEÑOR PEDUZZI.- Con respecto al plazo de la sentencia, quisiera decir que desde hace muchos 
años, precisamente desde que rigen las normas del Código del Proceso Penal, trabajamos con el 
régimen de audiencias, que implica un control severo en cuanto a las fechas, incluso bajo 
apercibimiento de sanción si se producen repetidos retrasos. 


Desconozco cómo trabajan mis compañeros, pero en lo que me es personal estoy fijando las 
sentencias a los cuarenta días, sin perjuicio de que cuando se trata de un caso complicado son 
necesarios algunos días más, o sea, un plazo mayor a los sesenta días. Me refiero, por ejemplo, a 
casos muy especiales, como los de homicidio, respecto de los cuales los Fiscales solicitan la 
reconstrucción de los hechos. A propósito, debo decir que en mi opinión la reconstrucción del hecho no 
es algo sagrado. Si el homicidio está confeso y las declaraciones se realizaron en forma correcta, la 
reconstrucción no sería necesaria. Es obvio que cuando se practican estas medidas se produce una 
demora en el proceso. 


Por mi parte, soy partidario de ampliar el plazo a noventa días, aunque admito que, como lo 
manifestaba la doctora Vera Barreto, la mayoría de las sentencias se podrían dictar en el plazo de 
cuarenta días. Esto es seguro. 


Con respecto al allanamiento de los defensores, debo decir que así como no he tenido el 
pedido de absolución de parte de un Fiscal, tampoco he tenido un allanamiento total de una defensa; 
esta ha sido la práctica hasta ahora. Lo que sucede es que si se trata de situaciones claras y sencillas, 
luego de que el menor confiesa y se juntan todas las pruebas, no hay problema alguno: el Defensor se 
aviene y se allana a las decisiones que se adopten. Ahora bien, si se diera el caso, por ejemplo, de 
que el Defensor que trabaja conmigo expresara que se allana a la tipificación del delito, pero no a la 
pena, ingresaríamos en un tema que es motivo de discusión. 


Con respecto al tema de la pena, una de las cosas que tuve que tomar como norma, leyendo 
las sentencias de algunos Tribunales, es la relación que se establece entre el máximo de los treinta 
años y el máximo establecido por el Código de la Niñez y la Adolescencia. Esto hace que si una rapiña 
generalmente se pena con cuatro años, en el caso de un menor la pena debe ser de ocho meses. Este 
es el plazo que estoy utilizando, o sea, ocho meses de privación de libertad; por cierto, nunca se 
cumple porque a la mitad o a los dos tercios de la pena se está pidiendo la libertad y se llega a una 
libertad asistida. 


Por otro lado, respecto al tema de si se deben computar o no las agravantes, a pesar de que 
algunos Fiscales no están de acuerdo, conforme a la interpretación del Código, la jurisprudencia 
entiende que se deben computar las atenuantes y no las agravantes. 


En cuanto al allanamiento, la situación es la siguiente. En el caso de una rapiña -para la que 
yo siempre fijo ocho meses- algunos Fiscales solicitan 14 y hasta 16 meses, mientras que la defensa, 
no tan lejos de lo que yo fijo, pide cinco o seis meses; si es un delito tentado, obviamente tendría que 


ser menos del tercio, o la mitad, por lo que se debe bajar a cuatro meses. A grandes rasgos, así es 
como nos manejamos con la rapiña, que prácticamente representa el 80% de los delitos que nos 
llegan. 


En la audiencia preliminar el menor llega y yo le digo más o menos lo siguiente: “Se está 
iniciando un juicio, estás asistido por un abogado -que está al lado tuyo-, está la señora Fiscal, yo soy 
el Juez de este proceso. Aquí hay una denuncia presentada contra vos y yo te tengo que preguntar al 
respecto. Todos los que estamos acá tenemos derecho a preguntar, pero vos si querés te podés callar; 
si no querés no digas nada, pero fijate que aquí tengo esto, esto y lo otro”. Allí yo lo escucho, lo dejo 
hablar todo lo que quiera. Es decir que no entiendo de dónde sale eso de que nosotros no 
interrogamos a los menores, pues no es así. 


SEÑOR MOREIRA.- Lo dice esta publicación de UNICEF. 
SEÑOR PEDUZZI.- Bueno, pero yo me baso en la realidad de nuestros Juzgados. 


Además, por tratarse de la aplicación de una norma nueva, uno va leyendo los artículos, trata 
de utilizarlos y después tiene que cumplir la ley. 


En cuanto a la internación, hay distintos criterios. Existe algún caso de rapiña -en el interior, 
no en Montevideo- en la que se ha dado una pena de hasta cuatro años. Evidentemente, hay una 
cierta laxitud en cuanto a que no es lo mismo una rapiña hecha por un muchacho con un revólver de 
juguete, que cuatro muchachos que se presentan con escopetas recortadas y hasta algún tiro se les 
escapa -aunque sin matar a nadie- y se roban US$ 9.000. En esa realidad uno trata de adecuar más o 
menos la cautela de internación. Hay Jueces que ante una rapiña están dispuestos a conceder una 
libertad asistida, porque el caso lo amerita. En todo caso, existe un margen determinado dentro del 
cual actuamos. 


Con respecto a las fugas -esto lo hablábamos anteriormente con el Senador Moreira- creo que 
si se resolviera ese punto dando una contención real, tendríamos solucionado más del 50%. Digo esto 
porque, por ejemplo, Acosta Astegui, a quien procesé por un secuestro exprés, se fugó al otro día de 
procesarlo. Se había mencionado que la fuga se había debido a que quería visitar a la madre, etcétera, 
pero en definitiva estamos jugando a las escondidas con los muchachos y nunca sabemos cuándo 
están o no. Aquí quiero destacar algo importante, que es que contamos -yo lo hubiera querido tener 
como Juez Penal y como Juez de Familia- con una escribana que actúa como nexo con el INAU. En mi 
caso, cada vez que tengo que averiguar algo de otra oficina, a veces me paso dos horas llamando por 
teléfono y no puedo conseguir la solución. Esta funcionaria, que trabaja en un lugar especial dentro del 
Juzgado, lleva un registro y cuando nosotros queremos saber cualquier dato del INAU, enseguida 
tenemos en nuestro poder un informe completo con altas y bajas, por lo que es muy positivo, pues se 
trabaja en coordinación con el INAU. Cabe recordar que aquí no sucede lo mismo que en los 
sanatorios, donde se da el alta cuando la persona ya está bien y se va, sino que en este caso el alta es 
cuando se da el ingreso de un infractor. 


Sobre los informes del INAU ya dijimos que no hay ni una nulidad. Tendría que haber una 
disposición expresa para que uno dejara de dictar sentencia por no tener un informe. Además, se 
agregan muchos informes, en principio sin que nosotros los solicitemos, como por ejemplo, el informe 
de ingreso. Quiere decir que algún informe se nos va enviando y, en general, tengo la impresión - 
aunque no he elaborado una estadística a este respecto porque no me dio el tiempo, ya que estoy 
desde julio del año pasado- de que no es tan grande el incumplimiento en este sentido. No obstante, 
cabe resaltar que no todos los informes están completos. 


SEÑOR VIERA.- ¿Y qué sucede con respecto a los plazos? 


SEÑORA VERA BARRETO.- En general, llegan tarde, después de que se dictó la sentencia. Esto no 
es en todos los casos, porque en los homicidios, como decía, nosotros -el Juzgado- solicitamos que 
nos hagan llegar los informes, pero en los demás casos ellos se toman libertad en este sentido y 


dichos informes suelen llegar, reitero, luego de dictada la sentencia. Ni hablar de que tampoco llegan a 
tiempo para la acusación. 


SEÑOR PEDUZZI.- En lo personal, no veo aquí un problema de gestión; pienso que habría que ajustar 
ciertos aspectos. 


SEÑORA VERA BARRETO.- En cuanto al planteo relativo a las dificultades técnicas en la oficina, 
quiero decir que existen las que se pueden considerar normales, que tienen que ver, por ejemplo, con 
que un funcionario rinda más y otro menos, o con que alguno se sienta más cómodo que otro. No 
obstante, puedo decir -aclaro que hace años que estoy en el Poder Judicial- que no sucede nada 
extraordinario con respecto al funcionamiento en sí. Además, hay que tener en cuenta que si la 
persona no quiere estar allí o se siente incómoda, puede solicitar traslado. Esto, en Montevideo, es un 
trámite muy fácil, por lo que la persona puede, como dije, solicitar traslado hacia otro Juzgado y punto. 
Quiere decir que este aspecto no representaría un inconveniente. 


SEÑOR SOUZA.- En primer lugar, quiero agradecer la presencia del señor Juez y las señoras Juezas 
que hoy nos visitan. 


La pregunta que quisiera hacer está más directamente relacionada con un tema que ha sido 
controversial y acerca del cual hay distintas opiniones: me refiero a los informes de los peritos del 
INAU. En oportunidad de la concurrencia de los señores Fiscales, se les preguntó, justamente, si el 
Poder Judicial contaba con un cuerpo de peritos para asistir a las señoras Juezas y señores Jueces y 
nos dijeron que, efectivamente, en Montevideo -precisamente donde están radicados los Juzgados 
especializados- se apoyaban mucho en los peritos del Poder Judicial y que esa problemática de 
solicitar constantemente los informes al INAU tenía lugar, principalmente, en el interior del país, donde 
ese cuerpo de peritos no existe. 


Por otra parte, y también vinculado al tema de los informes, quería plantear una inquietud. 
Quisiera consultar acerca de cuáles son los componentes de un informe -sinceramente debo decir que 
lo pregunto por ignorancia— que determinan que algunos Jueces los consideren preceptivos y otros no, 
ya que no todos entienden lo mismo. En lo personal, estoy convencido de que no debería ser 
considerado así; al menos en las normas que regulan el tema no está claro que dicho informe deba ser 
preceptivo. Quisiera saber por qué podría tener tal incidencia en la toma de decisión de la sentencia 
de los Jueces ante, de pronto, la gravedad de un delito que está claramente establecido -como bien se 
decía anteriormente- en estas situaciones que se afrontan a diario. 


En definitiva, quisiera saber cuál es el contenido que debe tener un informe para ser tan 
determinante a la hora de dictar la sentencia, cuando el plazo en que ese menor está con en esas 
medidas de privación de libertad previas a la sentencia -medidas cautelares- no sea suficiente. 
Consulto acerca de las razones por las que ese informe deba tener tal contundencia a partir de una 
descripción acabada y detallada de los peritos respecto de la conducta de ese menor durante ese 
período que está con las medidas cautelares 


Básicamente quería plantear estas inquietudes para saber la opinión de los señores Jueces 
al respecto. En caso de que sea preceptivo, puede suceder que haya que liberar a alguien que merecía 
una sentencia -estando todos los elementos para ello- porque ocurre una omisión, que no corresponde 
a la Justicia sino a otro organismo -una cuestión burocrática o vaya a saber de qué naturaleza- que 
hace que no llegue el informe en tiempo y forma. En tal circunstancia la justicia no se aplica. Entonces, 
me parece que el informe debería ser preceptivo hasta un determinado momento, pero luego el Juez 
debe tener las manos libres. 


Esta es una simple reflexión, pero quisiera confirmar los dos temas: por un lado, si el plazo es 
suficiente o no; y, por otro, si el informe es preceptivo y, en los hechos, se aplica de dos maneras 
diferentes, según el criterio de cada uno de los Jueces. 


SEÑORA VERA BARRETO.- Lo que plantea el señor Legislador son dos cosas distintas. 


En lo personal, considero que los informes no son obligatorios; no se requieren para el dictado 
de la sentencia. Pero hay otros colegas que entienden lo contrario y la situación es diferente para ellos. 


Reitero que, en general, entendemos que el informe no es necesario, pero cuando se trata de 
un homicidio hay que pensar en muchas otras cosas. Por ejemplo, si el homicidio se cometió con un 
arma, esta hay que enviarla a la Policía Técnica para que nos diga si el disparo fue hecho de frente, de 
atrás, si fue con esa arma, si tenía o no balas, etcétera. También se solicitan otros informes, como por 
ejemplo al Hospital Filtro, para saber si la otra persona estuvo internada o no. Esos son los informes 
que demoran, no el del INAU. 


Insisto en que considero que el informe del INAU no es obligatorio; por más que en los casos 
de homicidio lo solicitamos por ser más ilustrativo, no es preceptivo. Sin embargo, el informe sobre el 
arma puede ser capital, por ejemplo, para saber si se disparó o no. En primer lugar hay que ver si hubo 
homicidio o no, si el arma fue disparada o esta se disparó porque funcionaba mal, etcétera. Por lo 
tanto, en los homicidios, el plazo de 90 o 120 días parece más adecuado, porque son otras las 
circunstancias y el material que tenemos que solicitar. Pero reitero que lo hacemos para resolver el 
tema y no porque sea obligatorio, que son dos cosas distintas. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero dejar una constancia con respecto a este tema. 


Entiendo que el plazo de 120 días es preceptivo para el INAUÚ, pero en ningún lado dice que el 
Juez no dictará sentencia si no cuenta con ese informe. Ese es mi criterio. 


De todas formas, como cuando la teoría se da de patadas con la realidad uno tiene que 
decidir por la teoría y no por la realidad, admito que este tema hay que solucionarlo. Me parece claro 
que resulta imperativo que este tema sea resuelto. 


En lo personal tuve el honor de participar en la redacción del Código de la Niñez y la 
Adolescencia, y en ningún momento nadie estimó que esto tenía que ser obligatorio. Sí lo es para el 
INAU, ya que es una responsabilidad del Instituto. La nulidad tiene que ser declarada expresamente 
por la ley y no es una cuestión del intérprete si algo es nulo o no. 


Quería dejar esta constancia por una cuestión de honestidad intelectual, porque estoy 
totalmente de acuerdo con lo que han dicho los señores magistrados. 


SEÑOR GANDINI.- La duda surge porque la práctica parece no ser siempre la misma; ya no es una 
cuestión de interpretación. Se puede dar el caso de que un menor peligroso sea liberado al vencer los 
60 días, porque el Juez entiende que el informe es preceptivo; sin embargo, un Juez diferente, en un 
caso similar, entiende que no lo es y dicta sentencia en ese plazo. Creo que esta circunstancia la 
tenemos que aclarar en la ley. 


En algún momento escuché decir a un Ministro de la Suprema Corte de Justicia que, en su 
opinión, era preceptivo, es decir, obligatorio. Ahora bien, si un Ministro de la Suprema Corte de Justicia 
tiene esa opinión y quienes aplican la ley todos los días -o algunos de ellos- tienen otra, creo que como 
Comisión debemos definir el tema. A partir de aquí surge una pregunta —que comentábamos con 
algunos Legisladores aquí presentes-—: los jueces, que son quienes trabajan con esto todos los días, 
¿entienden que ese informe es necesario? Ya no hablo de si es obligatorio o no. ¿Es o no es un 
insumo necesario para dictar sentencia? 


SEÑORA VERA BARRETO.- No es necesario; es conveniente. 
(Apoyados). 


-Normalmente, puede aportar elementos que nos ilustren mejor acerca de las condiciones del 
menor o la situación de sus padres; pero no es imprescindible. 


SEÑOR PEDUZZI.- A veces, para la remisión es necesario tener datos de la realidad y comprobar, por 
ejemplo, que va a trabajar a determinado lugar o que tiene conocimiento de tal cosa. En la audiencia 
pregunto algunas cosas, pero hay otras que quizá se me olviden. Evidentemente, sería conveniente 
contar con el informe, pero nosotros tenemos un contacto personal con el indagado y ya nos hacemos 
una idea general del tema. Entonces, considero que es conveniente pero no es necesario para dictar 
sentencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien, si no hay otras consultas u opiniones de los señores Legisladores, 
agradecemos mucho a las doctoras Vera Barreto y Larrosa y al doctor Peduzzi su participación. 
Seguramente su aporte será sustantivo a los efectos de las resoluciones que debemos adoptar. 


(Se retiran de Sala los señores Jueces Letrados de Adolescentes doctora Aída Vera Barreto, de 2" 
Turno, doctora María Larrosa, de 3% Turno y doctor Gerardo Peduzzi, de 4* Turno.) 


-Continuamos con la sesión. 


SEÑOR MOREIRA.- Todavía tenemos pendiente la visita a la Colonia Berro. Personalmente, estoy 
interesado en hacerla, pero pregunto a la Mesa si todavía contamos con el tiempo necesario para 
llevarla a cabo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Una vez que había sido concretada la locomoción y el horario de salida, recibí 
una llamada del señor Legislador Germán Cardoso, interesado en saber si se previó contar con 
seguridad policial para los Legisladores. A esa pregunta respondo que en las cuatro o cinco visitas 
realizadas a la Colonia Berro, nunca solicitamos custodia policial y nos manejamos con el personal de 
seguridad que trabaja en la Institución. Como el señor Legislador Cardoso estaba en duda sobre cómo 
manejarse ante esta situación, decidí hacer la consulta al Presidente del INAU. En definitiva, como no 
era viable llamar al Ministerio del Interior para que nos proveyeran de una escolta de seguridad, 
tuvimos que suspender la visita a la Colonia Berro. De mi experiencia como Legislador o miembro del 
Poder Ejecutivo, puedo concluir que no es necesario contar con seguridad policial. 


SEÑOR BAYARDI.- La Comisión debe resolver en qué condiciones quiere realizar la visita. En mi 
opinión debemos ir sin custodia, pero si algún Legislador opina lo contrario, la tramitará ante el 
Ministerio del Interior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La idea es que la Comisión resuelva en qué condiciones va a ir, porque no es 
una decisión que tiene que tomar la Presidencia. 


SEÑOR ORRICO..- Desde el punto de vista del rendimiento de la visita, que tiene el propósito de palpar 
la realidad, debemos ir sin custodia. Pienso que, de lo contrario, nadie va a contar nada. Naturalmente, 
no niego que pueda haber un cierto riesgo, pero puedo decir que fui muchas veces y nunca me pasó 
nada. Además, esto forma parte de nuestra función como Legisladores y los riesgos disminuyen si 
concurre una delegación grande. Desde mi punto de vista, creo que estamos exagerando un poco. Mi 
propuesta concreta es que los miembros de la Comisión concurran y, como dijo el señor Legislador 
Bayardi -que me pareció correcto- si alguien considera que tiene que ir con una guardia policial, que la 
tramite en el Ministerio del Interior. El establecimiento cuenta con su propio sistema de seguridad, y 
aunque se podría decir que no funciona muy bien cuando alguien se quiere escapar, sirve para que no 
rapten a la gente adentro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consulto a los restantes miembros de la Comisión si están de acuerdo en 
concurrir en esas condiciones y en que, quien desee solicitar custodia, lo haga en forma individual. 


SEÑOR VIERA..- Sería interesante consultar al Director del Instituto porque, en definitiva, es la persona 
responsable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que ya hicimos la consulta respectiva. Solicité al Presidente del 
INAU que hablara con el Director del Instituto, quien manifestó que en veinticuatro horas no estaba en 


condiciones de organizar la custodia con el Ministerio del Interior y que, si fuera necesario, se podría 
dejar la visita para más adelante. 


SEÑOR VIERA.- Ahora bien, ¿él juzga que es necesaria? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Su contestación fue similar a lo que aquí se acaba de decir. Afirmó que las 
delegaciones que reciben de las Naciones Unidas y de diferentes ONG no piden custodia. 


SEÑOR VIERA.- Hago esta pregunta no por algo en particular, sino porque considero que, de alguna 
manera, él es el responsable y lo ponemos en un compromiso. Mi preocupación en este sentido no es 
por nosotros, sino más bien por el Director, ya que es el responsable en el caso de que nos suceda 
algo. En este sentido, aunque nosotros no queramos que sea así y le quitemos responsabilidades, 
igualmente es el responsable. 


SEÑOR SOUZA.- En la Legislatura anterior concurrimos creo que dos o tres veces a la Colonia Berro 
con la Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión, y el trámite que seguimos fue el mismo que 
realizó ahora esta Comisión, es decir, comunicar nuestra intención al INAU para que coordinara con la 
Dirección de la Colonia Berro. En esas oportunidades concurrimos sin ningún tipo de custodia especial 
y estuvimos acompañados por el personal que naturalmente se encuentra allí. Recuerdo que inclusive 
entramos al hogar que está catalogado como más “pesado”, que es el Hogar SER, y no tuvimos ningún 
tipo de problemas. En todo caso, cuando se realiza una coordinación formal con el Directorio del INAU 
y este a su vez lo hace con el Director de la Colonia Berro, son ellos los que deciden si es pertinente 
una seguridad especial. Creo que sería bueno preguntarles si consideran necesario que vayamos con 
una custodia. Personalmente, opino -como lo han hecho otros señores Legisladores- que las 
condiciones están dadas para poder concurrir sin custodia. Los riesgos existen en cualquier ámbito de 
la vida y en cualquier contexto, e inclusive me parece que ir con una custodia armada especial podría 
generar un ambiente más hostil y explosivo. 


SEÑOR POSADA.- Estoy de acuerdo con lo que se ha expresado, pero tenemos el problema de la 
fecha en que se pueda reunir esta Comisión, porque las Cámaras comienzan a sesionar el martes 
próximo. 


SEÑOR GANDIN!.- El trabajo de esta Comisión expirará la semana próxima. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que la visita se realice el día jueves 3 de marzo; saldríamos de aquí 
a la hora 9 y 30. 


(Apoyados). 


SEÑOR MOREIRA.- Hay que tener en cuenta que se termina el plazo que la Asamblea General dio a 
esta Comisión para llevar a cabo su cometido y que, por lo tanto, debería hacer una recomendación 
sobre la necesidad de aprobar un proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión finaliza su trabajo el día 4 de marzo, por lo que en la sesión del 
próximo miércoles debería tomar una resolución al respecto. Como se recordará, los representantes 
del INAU propusieron un anteproyecto de ley que trajeron redactado y quedó a estudio de los Partidos 
aquí representados. El Frente Amplio ya la consideró. Pretendemos que se adopte una resolución en la 
próxima instancia en que se reúna esta Comisión. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿El Frente Amplio estaría de acuerdo en votar solamente esa propuesta? Hago 
esta pregunta porque la posición del Partido Nacional es que esa etapa sea una fase de transición que 
culmine en la creación de un instituto de rehabilitación diferente. Podemos estar de acuerdo con esa 
medida si es acotada en el tiempo y precede a la creación de otro instituto especializado, cuya 
naturaleza jurídica definiríamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero que el 9 de febrero próximo pasado la Comisión recibió el informe del 
INAU y la propuesta de un anteproyecto de ley por él redactado, que los Partidos en ella representados 
quedaron en analizar y emitir su opinión. Por lo tanto, la Comisión debe proceder en ese sentido. 
Adelanto que el Frente Amplio ya tiene una posición al respecto; seguramente el Partido Nacional, el 
Partido Colorado y el Partido Independiente tendrán las suyas. Naturalmente, si los representantes de 
los Partidos quieren incluir otros temas, se discutirán y se someterán a votación. 


SEÑOR ORRICO.- Me parece que la Comisión se reúne con la intención de definir algo; tal vez logre 
llegar a una solución que contemple a todos. Entonces, creo que se debe incluir ese tema en el Orden 
del Día de la próxima reunión y, de pronto, se puede acordar un proyecto de ley común, ya sea a través 
de disposiciones transitorias o de otro mecanismo. Como dice el señor Presidente, me parece que la 
Comisión debería reunirse el miércoles próximo a la hora 12, porque la Cámara de Representantes 
sesionará a las 16 horas. 


SEÑOR GANDINI.- El Senado también sesionará ese día, en horas de la mañana. 


SEÑOR ORRICO.- Se podría pedir que la Cámara nos autorizara a continuar trabajando en la 
Comisión solo mientras dure la media hora previa, porque no quedaría bien estar ausentes en el 
momento de la elección de los Vicepresidentes, incluso por una razón de cordialidad con quienes 
resulten designados. 


SEÑOR POSADA.- El miércoles no habrá sesión de Comisiones, por lo que podríamos fijar la reunión 
para la mañana. 


SEÑOR GANDIN!.- El Senado se reunirá de mañana. 
(Dialogados.) 
SEÑOR VIERA.- Antes de levantar la sesión, quisiera dejar fundada mi posición. 


El objeto de esta Comisión -según lo dice su propio nombre- no es el de presentar proyectos 
de ley o el de legislar; entonces, deberíamos resumir en un informe los grandes lineamientos del o de 
los proyectos de ley que acordemos recomendar. Debo aclarar que en los informes del Partido 
Nacional y del Partido Colorado hay otros proyectos de ley -que están distribuidos- y me gustaría que 
también fueran considerados, aunque más no sea para desecharlos. 


En definitiva, debemos ver en qué puntos nos ponemos de acuerdo y, entonces, elaborar un 
informe, no un proyecto de ley. 


SEÑOR POSADA.- Esta Comisión puede informar a la Asamblea General y recomendar un 
determinado proyecto de ley que, para que tome estado parlamentario, tendrá que ser presentado por 
algún Legislador en una de las Cámaras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia entiende lo mismo, señor Legislador. 
SEÑOR VIERA.- Ese no fue el mandato de la Asamblea General. 


SEÑOR GANDINI.- La Asamblea votó una recomendación de la Comisión que dice que presentemos la 
redacción concreta de un proyecto. Más allá de eso, entiendo que esta Comisión tiene la obligación 
política de dar una señal concreta; entonces, trabajemos y propongamos algo para que luego se 
perfeccione mediante el debate en la respectiva Comisión. Uno de los temas refiere al INAU. Creo que 
estamos en condiciones, en otro proyecto, de resolver lo relativo a la tentativa de hurto y también de 
discutir para ver si nos ponemos de acuerdo en relación a los plazos. Entiendo que deberíamos llegar a 
una sesión de la Asamblea General con un informe que aborde más de un tema y deje pendientes 
otros, estableciendo los grados de avance para que la Comisión de la Cámara respectiva continúe con 


el trabajo. Me refiero a temas que quedaron a medio camino, como son el de los antecedentes y algún 
otro más. 


SEÑOR MOREIRA.- Hace casi un mes que estamos trabajando y hemos escuchado opiniones muy 
importantes que nos han ilustrado sobre la realidad que vivimos. Sin embargo, entiendo que estamos 
siendo excesivamente formales porque si nos juntamos el día miércoles para trabajar durante tres 
horas, no vamos a redactar absolutamente nada. Por eso sería partidario de reunirnos sin taquígrafos, 
para tratar de ponernos de acuerdo, por lo menos en lo mínimo. Entonces, sin taquígrafos, deberíamos 
conversar, intercambiar ideas, analizar hasta donde vamos y ver qué es lo que no aceptan y qué es lo 
que no aceptamos, a fin de tratar de cumplir con el mandato que se nos dio, que fue resolver el tema 
de la minoridad infractora o, por lo menos, mejorar las condiciones. Eso es lo que me parece, teniendo 
en cuenta una dosis de realismo que nos imponen las circunstancias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, comparto los conceptos del señor Legislador Moreira. 


La moción de la sesión de la Asamblea General del día 2 de febrero, que fue aprobada, dice: 
“Que se prorrogue el funcionamiento de la Comisión por el lapso de un mes a partir del día de la fecha, 
de modo de avanzar en la redacción de los proyectos de ley recomendados en el informe presentado 
ante esta Asamblea”. Dichos proyectos serían sugerencias legislativas. 


La otra moción decía: “Constituir una Comisión Especial para el Análisis de la Legislación 
relativa a los temas de Seguridad Pública y, en especial, de los Adolescentes en conflicto con la Ley 
Penal. La Comisión Especial contará con un plazo de 30 días para formular recomendaciones, a los 
efectos de que sean impulsadas las iniciativas legislativas que se entiendan pertinentes”. Un proyecto 
puede ser una recomendación. 


SEÑOR VIERA.- En la segunda moción, el tema de la prórroga queda más claro. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La próxima sesión la realizaríamos el miércoles 2 de marzo, a las 13 horas. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 43 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


